
RCE núm. 67 – 2006                                                                    págs. 93 - 106 

 

 

SS EE CC CC II ÓÓ NN   

R e d e s  

 
Diego Solana Giménez 

Ruth Cueto Hervera 
Cremades & Calvo Sotelo 

 

 

EL DERECHO DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL Y LAS 

NUEVAS TECNOLOGÍAS: EVOLUCIÓN Y RETOS 

 

 

PALABRAS CLAVE 

Propiedad intelectual, derechos de autor, Directiva 2001/29/CE, Francia, 
España 

RESUMEN 

 

* * * 

SUMARIO 

I. Los primeros pasos en la adecuación del derecho de propiedad 
intelectual a las nuevas tecnologías II. La Directiva 2001/29/CE 
relativa a la armonización de determinados aspectos de los 
derechos de autor y derechos afines a los derechos de autor en la 
sociedad de la información. III. La Transposición de la Directiva 
2001/29/CE en España y en Francia. 1. Las opciones político-
legislativas del Proyecto de Ley de Propiedad Intelectual elaborado por 
el gobierno español. 2. Las opciones político-legislativas del Proyecto de 
Ley de Propiedad Intelectual elaborado por el gobierno francés. 

 

 

 

 



SECCIÓN: Redes: Evolución y retos de la propiedad intelectual 

  RCE núm. 67 - 2006 94

 

I. Los primeros pasos en la adecuación del dere-
cho de propiedad intelectual a las nuevas tecno-
logías 

 

Las nuevas tecnologías y el desarrollo de la sociedad de la 

información han influenciado y continuarán influenciando de forma 

significativa e ineludible en los derechos de autor y en los derechos afines a 

los derechos de autor. El derecho de autor tradicional se configuró en 

atención a la tecnología analógica, que permitía reproducciones en las que su 

menor precio se compensaba con la inferior calidad en relación con el 

original. Pero el derecho de autor en un entorno digital y la implantación de la 

sociedad de la información han supuesto una revolución en el derecho de la 

propiedad intelectual que ha obligado a realizar adaptaciones legales de gran 

calado.  

 

Es indudable que un requisito fundamental para el funcionamiento de 

la sociedad de la información es su accesibilidad y la calidad de sus 

contenidos. Lógicamente no puede esperarse que los titulares de derechos 

de autor se muestren conformes ante las posibilidades ilimitadas de acceso a 

sus obras y a sus prestaciones intelectuales, salvo que se les otorguen 

garantías suficientes de que sus derechos morales y de explotación serán 

respetados en la sociedad de la información. Sin perjuicio de lo anterior, 

también es cierto que el entorno digital ofrece a los autores nuevas formas de 

explotación de sus obras intelectuales que pueden constituir fuentes 

adicionales de retribución. Finalmente, deben considerarse los intereses de 

otros participantes profesionales en la sociedad de la información, como los 

proveedores de acceso a redes, los suministradores de información, los 

fabricantes de bases de datos, de equipos y soportes informáticos etc. La 

ponderación de todos estos intereses y partes afectadas es uno de los 

grandes retos que afronta en la actualidad el derecho de la propiedad 

intelectual. 
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Las primeras reformas legales para articular soluciones a los nuevos 

retos que se avecinaban se produjeron en el ámbito internacional. Así, 

pueden citarse el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad 

Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC) de la Organización Mundial 

del Comercio, negociado en la Ronda Uruguay y que incorporó por primera 

vez normas sobre la propiedad intelectual en el sistema multilateral de 

comercio1 y los Tratados de la Organización Mundial de la Propiedad 

Intelectual sobre derechos de autor y sobre interpretación o ejecución y 

fonogramas2. También los gobiernos impulsaron y patrocinaron diferentes 

informes y estudios. Entre otros, el informe francés elaborado por la Comisión 

presidida por Pierre Sirinelli de 1994 o el informe elaborado por la agencia de 

asuntos culturales japonesa en 1995. Especial importancia tuvo el Libro 

Blanco de septiembre de 1995 que bajo los gobiernos norteamericanos de Bill 

Clinton identificaron la trascendencia e importancia de consolidar 

internacionalmente la sociedad de la información. 

 

La Unión Europea no ha sido ajena a estos trabajos y apuntó 

tempranamente la preocupación por la adaptación del derecho de autor al 

mundo de las nuevas tecnologías. En 1988 se publicó el Libro Verde sobre 

“Derechos de autor y desafío tecnológico: problemas de derecho de autor que 

requieren una iniciativa inmediata” y que desembocarían en la aprobación de 

diferentes Directivas. En 1994 se elabora un nuevo Libro Blanco sobre 

“Crecimiento. Competitividad. Empleo. Los desafíos y las pistas para entrar 

en el siglo XXI”. De acuerdo con las propuestas de dicho Libro Blanco, un 

grupo de trabajo especial presidido por M. Bangemann, presentó al Consejo 

de Europeo celebrado en Corfú en junio de 1994 el informe titulado “Europa y 

la sociedad global de la información”, en el que se atribuyó un papel esencial 

a los derechos de propiedad intelectual en la sociedad de la información que 
                                                 
1  El ADPIC se firmó en 1994 e incorpora como principios fundamentales los propios del 

Convenio de la Unión de París, del Convenio de Berna y del Convenio de Roma sobre 
Derechos Conexos, a los cuales les añade el principio de nación más favorecida 
propio de la OMC. 

2 Ambos Tratados son el resultado de la Conferencia Diplomática celebrada en 
diciembre de 1996. Su importancia reside en la actualización de la protección 
internacional de los derechos de autor y derechos afines a los derechos de autor en 
relación con la denominada “agenda digital” y mejoran los medios para combatir la 
piratería a nivel mundial. 
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se avecinaba. Como consecuencia de la adopción del informe dirigido por M. 

Bangemann, se publicó el Libro Verde sobre los “Derechos de autor y los 

derechos afines en la Sociedad de la Información” de 27 de julio de 1995 

(COM (95) 382 final). Poco después, la Comisión hizo pública la 

Comunicación sobre el seguimiento del Libro Verde sobre derechos de autor 

y derechos afines en la sociedad de la información de 20 de noviembre de 

1996 (COM (96) 568 final) y anunció su intención de proponer medidas de 

armonización en el caso en que fuera necesario para el logro de un contexto 

normativo favorable para el desarrollo de la sociedad de la información en el 

mercado interior salvando las eventuales incoherencias entre las respuestas 

nacionales a los avances tecnológicos. 

 

La firme decisión de las autoridades comunitarias para armonizar las 

legislaciones nacionales ha dado lugar a un paquete de Directivas 

comunitarias sobre la propiedad intelectual, siendo la última de éstas la 

Directiva 2001/29/CE de 22 de mayo relativa a la armonización de 

determinados aspectos de los derechos de autor y derechos afines a los 

derechos de autor en la sociedad de la información (en adelante, la 

“Directiva 2001/29/CE”). Después de intensas negociaciones el gobierno 

español ha presentado un Proyecto de Ley por el que se modifica el texto 

refundido de la Ley de Propiedad Intelectual3 (en adelante, el “Proyecto de 

Ley de Propiedad Intelectual”) vigente en nuestro país.  

 

Después de esta visión general de la evolución del derecho de la 

propiedad intelectual en relación con las nuevas tecnologías estudiaremos 

con mayor detenimiento, en primer lugar, la Directiva 2001/29/CE y, a 

continuación, las diferencias entre la transposición a su derecho interno 

propuesta por el gobierno español y por el gobierno francés con especial 

atención a las medidas tecnológicas de protección y a la excepción de la 

copia privada. 

                                                 
3  El Proyecto de Ley por el que se modifica el texto refundido de la Ley de Propiedad 

Intelectual fue publicado en el Boletín Oficial de las Cortes Generales de 26 de agosto 
de 2005 y las enmiendas de los grupos parlamentarios a su articulado en el mismo 
Boletín Oficial de 30 de noviembre de 2005. 
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II. La Directiva 2001/29/CE relativa a la armonización de 

determinados aspectos de los derechos de autor y 

derechos afines a los derechos de autor en la sociedad de 

la información 

 

La Directiva 2001/29/CE es una más de la serie de Directivas 

europeas en materia de derechos de autor y derechos afines. No obstante, 

tiene ciertas singularidades que la distinguen sensiblemente de otras 

directivas comunitarias. Así, no se ciñe a una sola categoría de sujetos, sino 

a los autores y a los titulares de derechos afines, ni exclusivamente a obras 

intelectuales, sino que incluye también disposiciones que afectan a la 

regulación y protección de bases de datos. Tampoco su objeto se limita a 

regular la propiedad intelectual. En efecto, la Directiva 2001/29/CE introduce 

unos instrumentos novedosos e importantes que establecen una tutela 

reforzada sobre las medidas tecnológicas destinadas a la protección de las 

obras y prestaciones intelectuales. 

 

En lo esencial, la Directiva 2001/29/CE tiene por finalidad fomentar el 

desarrollo de la sociedad de la información y armonizar el mercado interior 

para los nuevos productos y servicios. Asimismo, esta Directiva tiene por 

objeto adaptar la legislación interna de los Estados miembros al contenido de 

los Tratados de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual sobre 

derechos de autor y sobre interpretación o ejecución y fonogramas de 1996 

(así lo recoge, por ejemplo, el Considerando (15) de la Directiva 2001/29/CE). 

 

Respecto a su contenido, su articulado puede sistematizarse en tres 

conjuntos o grupos de artículos. El primer conjunto de artículos está dedicado 

a la regulación del contenido de los derechos patrimoniales de los autores y 

los derechos afines a los derechos de autor y las excepciones y limitaciones 

de dichos derechos4. El segundo conjunto de artículos tiene por objeto la 

                                                 
4  Con la salvedad de los derechos de transformación y remuneración equitativa 

por la reventa de obras de arte o por comunicación pública de fonogramas 
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tutela de las medidas tecnológicas dedicadas a proteger las obras y 

prestaciones intelectuales y, en relación con el tercer grupo, su finalidad es 

establecer obligaciones relativas a la información para la gestión de los 

derechos de propiedad intelectual5.  

 

La armonización del contenido de los derechos patrimoniales de los 

autores y derechos afines no afecta de forma sustancial al texto refundido de 

la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por el Real Decreto Legislativo 

1/1996, de 12 de abril (en adelante, la “TR de la Ley de Propiedad 

Intelectual”). En efecto, aunque las nuevas tecnologías han desarrollado 

procedimientos técnicos para la difusión de las obras y otras prestaciones 

que no estaban expresamente contemplados en las leyes sobre derechos de 

autor y derechos afines, es probable que una interpretación adecuada de la 

comunicación pública regulada en el artículo 20 del TR de la Ley de 

Propiedad Intelectual pudiera concluir en que muchas de las nuevas formas 

de difusión de las obras que han surgido de la mano de la tecnología digital 

estuvieran incluidas en dicho concepto6. Sin embargo la finalidad de 

armonizar el mercado interior obliga a esta regulación novedosa -aunque 

superflua en nuestro ordenamiento jurídico interno- debido a que en otros 

ordenamientos jurídicos europeos la interpretación de sus normas podría 

conducir a soluciones diferentes. Además, la armonización normativa entre 

los Estados miembros es más necesaria todavía respecto a las nuevas 

formas de explotación de las obras que, entre otros rasgos, se caracterizan 

                                                                                                                       

que son derechos de explotación que no han sido objeto de tratamiento en 
esta norma. 

5 A pesar de la relevancia de la Directiva 2001/29/CE, ésta deja fuera de su 
ámbito de aplicación cuestiones sustanciales de la propiedad intelectual 
como son el derecho moral o los contratos y no afecta, en lo esencial, a las 
Directivas anteriores que mantienen, en consecuencia, su vigencia en la 
Unión Europea. 

6  Véase el párrafo 4º del expositivo II del Proyecto de Ley de Propiedad 
Intelectual, “[...]Constituye esta [en referencia al derecho de puesta a 
disposición interactiva] una modalidad del actual derecho de comunicación 
pública que, teniendo en cuenta los amplios términos en los que el derecho 
viene definido en el texto refundido, se ha venido entendiendo que quedaba 
incluida en él”. 
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por su condición transfronteriza. Así, no puede más que reconocerse el 

acierto del legislador comunitario al regular de forma expresa una nueva 

modalidad de derecho de explotación consistente en la “puesta a disposición 

del público”, con la que se pretende cubrir todos aquellos actos propios de la 

transmisión interactiva a la carta de obras y demás prestaciones protegidas7. 

 

La tutela de las medidas tecnológicas dedicadas a proteger las obras 

y prestaciones intelectuales es la materia más novedosa objeto de regulación 

por la Directiva 2001/29/CE. Los titulares de derechos han desarrollado y 

continúan desarrollando numerosos sistemas para la protección de sus obras 

y prestaciones intelectuales en el entorno digital on-line y off-line8. El artículo 

6 de la Directiva 2001/29/CE define en términos amplios el concepto de 

medidas tecnológicas eficaces y va más allá de las obligaciones impuestas 

por los Tratados de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual. En 

efecto, el indicado artículo 6 no se limita a tutelar exclusivamente los actos de 

elusión sino también actos previos como, entre otros, la fabricación, 

importación, publicidad de dispositivos, productos o componentes que tengan 

por objeto principal los actos de elusión de las medidas tecnológicas. 

 

El tercer grupo de medidas está referido a las obligaciones sobre la 

información para la gestión de los derechos de propiedad intelectual. En 

ocasiones la gestión de las obras intelectuales se realiza por medios 

electrónicos y digitales que permiten una gestión más eficaz de los usos 

realizados de las obras o prestaciones intelectuales. El artículo 7 de la 

Directiva 2001/29/CE regula en su apartado primero las obligaciones de los 

Estados relativas a las medidas de protección jurídica de la información para 

la gestión de derechos y, en su apartado segundo, define el objeto de la 

                                                 
7  Véanse Considerando (23) y ss. y artículo 3 de la Directiva 2001/29/CE. 
8   El antecedente de esta regulación puede encontrarse en los artículos 11 del Tratado 

de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual sobre derechos autor y 18 del 
Tratado de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual sobre interpretación 
ejecución y fonogramas. Estos artículos demandan a los Estados la adopción de 
medidas de protección jurídica adecuada y recursos jurídicos efectivos contra la 
acción consistente en eludir las medidas tecnológicas efectivas utilizadas por los 
titulares de los derechos para impedir usos no autorizados. 
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información protegida. 

 

 

III. La transposición de la Directiva 2001/29/CE en 

España y en Francia 

 

El Proyecto de Ley de Propiedad Intelectual tiene por objeto la 

transposición de la Directiva 2001/29/CE en nuestro ordenamiento interno y, 

a fecha del presente trabajo, se encuentra en la última fase de su tramitación, 

habiendo presentado los grupos parlamentarios las enmiendas a su 

articulado. En el apartado I de la exposición de motivos del Proyecto de Ley 

de Propiedad Intelectual se señala que “los criterios seguidos en la 

transposición se han basado, preferentemente, en la fidelidad al texto de la 

directiva y en el principio de mínima reforma de la actual normativa”. No 

obstante, la Directiva 2001/29/CE otorga a los Estados miembros distintas 

alternativas que podrán adoptar en función de sus objetivos político-

legislativos. En este sentido, es oportuno reflexionar sobre el mantenimiento 

de la excepción de la copia privada y el derecho de remuneración de los 

autores en el Proyecto de Ley de Propiedad Intelectual una vez consagrada 

la tutela de las medidas tecnológicas destinadas a evitar la explotación no 

autorizada de las obras y prestaciones intelectuales. Asimismo, analizaremos 

de forma sucinta las soluciones que el legislador francés ha adoptado en 

cumplimiento de la transposición a su derecho interno de la Directiva 

2001/29/CE y las diferencias respecto al Proyecto de Ley de Propiedad 

Intelectual.  

 

1. Las opciones político-legislativas del Proyecto de Ley de 

Propiedad Intelectual elaborado por el gobierno español 

 

El Proyecto de Ley de Propiedad Intelectual otorga una serie de 

instrumentos legales con el objeto de proteger judicialmente las medidas 

tecnológicas de protección destinadas a impedir o restringir los actos de 
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explotación de obras intelectuales sin la autorización de su titular (véase 

artículo 161 de dicho Proyecto de Ley). De forma paralela –y, en cierta forma, 

contradictoria- el legislador impone un deber a los titulares de los derechos de 

propiedad intelectual consistente en que dichas medidas tecnológicas no 

impidan la limitación de la copia privada que podrá, incluso, reclamarse ante 

los tribunales ordinarios por los usuarios. Un estudio en profundidad del 

origen y evolución de la excepción a la copia privada en nuestra tradición 

jurídica continental permite concluir que la imposición de ese deber 

consistente en que el usuario pueda realizar hasta tres reproducciones no 

autorizadas de una obra o prestación intelectual carece de fundamento 

alguno.  

 

El concepto de la “copia privada” en nuestro ordenamiento jurídico ha 

sido utilizada como arma arrojadiza por algunos sectores interesados. Por 

tanto, en primer lugar conviene clarificar que la copia privada es una 

limitación al derecho exclusivo de reproducción del titular y que, 

consecuentemente, no se configura en nuestro ordenamiento jurídico como 

un derecho subjetivo de los usuarios de obras o prestaciones intelectuales. 

Esta apreciación no es en absoluto baladí y tiene consecuencias inmediatas 

tanto en el derecho de remuneración por la copia privada como en las 

medidas tecnológicas de protección de la propiedad intelectual. Así, y a pesar 

de interpretaciones interesadas y ciertamente demagógicas, esta excepción 

no tiene como fundamento los derechos constitucionales de acceso a la 

cultura o a la investigación. Por el contrario, el régimen de excepción de la 

copia privada se sustenta principalmente en dos premisas ajenas a los 

derechos fundamentales y carentes de relevancia constitucional. La primera 

premisa es la presunta inocuidad del uso privado y, la segunda premisa, es la 

imposibilidad de controlar las reproducciones de obras intelectuales ilícitas en 

el ámbito doméstico. 

 

En efecto, hasta fechas recientes la utilización no colectiva y sin 

ánimo de lucro no alteraba de forma significativa la normal explotación del 

derecho exclusivo de reproducción por parte de los titulares de obras y 

prestaciones intelectuales ni perjudicaba de forma injustificada sus intereses 

legítimos. Así las cosas, en el mundo analógico tradicionalmente la copia 

privada no ha supuesto un grave perjuicio para los intereses económicos del 
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autor concurriendo los presupuestos del test de las tres fases9 que en cuanto 

a los límites a los derechos exclusivos del autor de obras intelectuales, 

establece que i) solo existirán en casos especiales; ii) la limitación no entrará 

en conflicto con la normal explotación de la obra y; iii) no perjudicará 

injustificadamente el legitimo interés del autor. La segunda premisa sobre la 

que se sustenta la excepción de la copia privada respondía a una antigua 

máxima que afirma que “no puede prohibirse lo que no puede impedirse” ya 

que resultaba muy difícil restringir dentro del ámbito domestico la 

reproducción no autorizada de una obra. No obstante, y como se desarrollará 

más adelante, en la actualidad existen técnicas y componentes susceptibles 

de impedir o, al menos, restringir las reproducciones de obras y prestaciones 

intelectuales no autorizadas por el titular de los derechos de explotación, 

incluso en el ámbito doméstico. 

 

Las dos premisas se han visto alteradas de forma sustancial en los 

últimos años como resultado del desarrollo de la tecnología y deben ser objeto 

de revisión y actualización. Los avances tecnológicos en técnicas de 

reproducción reprográfica y mecánica (cintas vírgenes de audio, 

fotocopiadoras…) obligaron a revisar en décadas pasadas la presunta 

inocuidad de la copia privada en el entorno analógico. La copia privada 

reprográfica o mecánica aunque de menor calidad que la original carecía del 

carácter de inocuidad y afectaba de forma sustancial a la explotación normal de 

las obras o prestaciones intelectuales por parte de sus titulares. Ante esta 

nueva situación y la irracional pretensión de limitar el progreso tecnológico, el 

legislador optó, de forma simultánea, por reconocer expresamente una 

limitación legal al derecho exclusivo de reproducción, conocida ya comúnmente 

como “copia privada”, y un derecho de remuneración dirigido a compensar a los 

titulares de los derechos por las pérdidas patrimoniales inferidas por esas 

reproducciones no autorizadas. 

 

                                                 
9  El three step test tiene su origen en los trabajos preparatorios del Acta de Estocolmo 

de 1967 de la Convención de Berna y fue reconocido con carácter general en el 
Acuerdo ADPIC de 1995 y en los Tratados de la OMPI de 1996. En nuestro derecho 
interno se incorporó como artículo 40bis del TR de la Ley de Propiedad Intelectual con 
motivo de la incorporación en 1998 de la Directiva 96/6/CE sobre bases de datos. 
Véase, asimismo, el artículo 5.5 de la Directiva 2001/29/CE. 
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El desarrollo de las nuevas tecnologías y el entorno digital han 

eliminado cualquier duda sobre la eventual inocuidad de la copia privada 

digital y constatado la vulneración del test de las tres fases respecto a la 

copia privada digital. En la actualidad, el detrimento que la copia privada 

digital infiere a la explotación normal de las obras intelectuales por parte de 

los autores no puede compensarse mediante la imposición de cánones 

legales a todo tipo de equipos, aparatos y soportes materiales de 

reproducción digital10 que parecen destinados a indemnizar a los autores por 

los perjuicios causados por la piratería profesional. En interés de los autores 

y de los demás sujetos interesados no puede pretenderse mantener el actual 

sistema de remuneración por copia privada y que sea la industria de soportes 

digitales y los consumidores y usuarios de dichas obras y prestaciones 

quienes soporten y sufraguen unas remuneraciones por copia privada 

indiscriminadas y generalizadas que pretenden compensar la evidente ilicitud 

de la copia privada no autorizada y contraria a la tradición jurídica continental 

sobre las limitaciones y excepciones a los derechos de explotación exclusivos 

configuradas a partir del conocido test de las tres fases. La supresión por el 

legislador nacional de la limitación de la copia privada evitaría por un lado los 

importantes perjuicios en los intereses legítimos de los autores de obras y 

prestaciones intelectuales y por otro el encarecimiento de costes derivados 

del canon. 

 

La segunda de las premisas señaladas-la imposibilidad de controlar la 

copia privada- está perdiendo su validez y funcionalidad en el momento 

actual. La copia no autorizada en el ámbito privado puede ser restringida e 

impedida mediante dispositivos y componentes tecnológicos. La implantación 

de medidas tecnológicas puede ser una herramienta muy útil en la lucha 

contra la piratería profesional que, como es sabido, abusa de la limitación de 

la copia privada para realizar miles de copias incurriendo en delitos contra la 

propiedad intelectual. Por tanto, las nuevas tecnologías también aportan 

soluciones a los juristas y a la sociedad en su conjunto ante los importantes 

retos e intereses que debe afrontar el derecho de la propiedad intelectual. 

Entre otras soluciones destaca la posibilidad de implantar medidas 

                                                 
10 Respecto al canon digital y su régimen legal, véase el artículo 25.6 del Proyecto de 

Ley de Propiedad Intelectual. 



SECCIÓN: Redes: Evolución y retos de la propiedad intelectual 

  RCE núm. 67 - 2006 104 

tecnológicas en los soportes de reproducción digitales que impidan o 

restrinjan la copia de una obra o prestación intelectual, sin el consentimiento 

de su autor. Una solución que, sin embargo, nuestro legislador no ha 

adoptado en su plenitud bien por desconocimiento, bien por presiones 

inconfensables o bien por una mezcla de ambos factores, imponiendo la 

licitud de las medidas tecnológicas destinadas a impedir o restringir la 

reproducción ilícita de contenidos pero siempre y cuando permitan la 

realización de tres copias en concepto de copia privada. La imposición de 

límites a la adopción de medidas tecnológicas destinadas a restringir la 

vulneración de los derechos de propiedad intelectual infringe un tremendo 

daño a la lucha contra la piratería profesional, a los creadores y a su 

industria. Como con acierto se ha dicho, “la respuesta de la máquina está en 

la máquina”11. La única forma eficaz de combatir a esa fotocopiadora 

universal de contenidos que puede ser la sociedad de la información es 

utilizar sus propias armas: las medidas tecnológicas digitales. Asimismo, 

puede suponer el fin de una de las cargas patrimoniales más injustificadas 

por indiscriminada y generalizada que la industria y los usuarios deben 

soportar en concepto de canon remuneratorio en cada 

comercialización/adquisición de un equipo, material o soporte digital 

susceptible de destinarse a la reproducción de obras o prestaciones 

intelectuales sin necesidad del consentimiento del autor y a pesar de que el 

usuario final destine dichos equipos o soportes a usos que no generen 

menoscabo patrimonial alguno a los creadores. 

 

 

2. Las opciones político-legislativas del Proyecto de Ley de 

Propiedad Intelectual elaborado por el gobierno francés 

 

El proyecto de Ley francés que tiene por objeto la transposición de la 

Directiva 2001/29/CE12 (en adelante, el “Proyecto de Ley de Derechos de 

                                                 
11 Clark Charles, en “The answer to the Machine is in the Machine”, The Future 
of Copyright in a Digital Enviroment, La Haya, 1996. 

 
12 El projet de loi droits d’auteurs, droits voisins dans la société de l’information, de 20-

21 de diciembre de 2005. 
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Autor”) presenta diferencias sustanciales respecto al Proyecto de Ley de 

Propiedad Intelectual, sin que ello suponga un incumplimiento de los 

mandatos comunitarios en la materia. En particular, el Proyecto de Ley de 

Derechos de Autor trata de conciliar los intereses de los autores y los 

usuarios respecto a las descargas de ficheros en la red.  

 

Las singularidades del Proyecto de Ley de Derechos de Autor 

residen, de un lado, en la licitud de la descarga de obras o prestaciones 

intelectuales de la red y, de otro lado, en la licitud de la adopción de medidas 

tecnológicas que impidan cualquier reproducción del contenido de los 

soportes materiales, incluida la copia privada, y por tanto sin que exista un 

derecho de remuneración a los autores por este concepto. 

 

Respecto a las descargas en la red, el Proyecto de Ley de Derechos 

de Autor prevé que las obras y prestaciones intelectuales se pongan a 

disposición del público en internet a través de plataformas de descarga que 

hayan sido previamente habilitadas por la administración. Las plataformas de 

descarga que oferten este servicio en la red deberán adoptar acuerdos con 

los titulares de los derechos de propiedad intelectual por los que, con carácter 

general, se les autorizará a poner a disposición del público las obras y 

prestaciones intelectuales en contraprestación al pago de una cuantía fijada 

por la administración. Los titulares de derechos de autor y derechos afines no 

están legitimados a negar la puesta a disposición del público de sus 

prestaciones intelectuales en aquellos supuestos en los que el acuerdo con 

las plataformas de descarga respete el contenido y condiciones previstas del 

Proyecto de Ley de Derechos de Autor. Una vez adoptado y ejecutado el 

acuerdo entre los autores y las plataformas de descarga, los usuarios de 

internet podrán descargarse a su disco duro todas las obras y prestaciones 

intelectuales que oferte la plataforma digital, previo pago de una cantidad fija 

e independiente del número de obras intelectuales descargadas. El novedoso 

sistema contenido en el Proyecto de Ley de Derechos de Autor se denomina 

“super distribution” y modificará los artículos L-122-5 y L-311-4 del Code de la 

Propriété Intellectuelle. 

 

En relación con las medidas tecnológicas de protección de 

contenidos, el legislador permite a los autores implantar los dispositivos y 
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componentes que estimen más convenientes en los soportes materiales sin 

que estén obligados a permitir a los usuarios la reproducción privada de sus 

prestaciones intelectuales. Los usuarios interesados en obtener una copia 

para su uso privado podrán recurrir a las plataformas de descarga habilitadas 

donde, generalmente, estarán puestas a disposición del público la mayor 

parte de las obras y prestaciones. En el supuesto –poco probable- que el 

usuario no pudiera descargar la obra a través de las plataformas de 

descarga, podrá interponer una reclamación ante un órgano de mediación 

denominado Collège de Médiateurs solicitando que le permitan realizar una 

copia privada de la obra contenida en el soporte materiales de reproducción.   

 

Una vez se permite a los titulares de derechos de autor y derechos 

afines la adopción de medidas tecnológicas que impidan la reproducción 

privada de sus prestaciones intelectuales en soportes materiales no existe, de 

conformidad con el Proyecto de Ley de Derechos de Autor, derecho de 

remuneración de copia privada por la adquisición de soportes de 

reproducción materiales. 

 

En consecuencia, y en contraposición al Proyecto de Ley de 

Propiedad Intelectual, el legislador francés parece haber adecuado su 

ordenamiento y superado conceptos y nociones anacrónicos de la propiedad 

intelectual propios de una época anterior. Sin perjuicio del resultado final de 

la iniciativa francesa y de las valoraciones particulares que suscite, es 

encomiable la apuesta rotunda y sin ambages por la tutela plena de las 

medidas de protección tecnológicas y por la puesta a disposición del público 

de prestaciones intelectuales a cambio de una contraprestación fijada por la 

administración y satisfecha por las plataformas de descarga. Además, 

mediante este sistema se elimina el injusto y discriminatorio derecho de 

remuneración de los autores estableciendo un modelo más equitativo y 

racional. 

 

 

 


